
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA 

V PLENO JURISDICCIONAL DE LAS SALAS PENALES 

PERMANENTE Y TRANSITORIAS 

ACUERDO PLENARIO N° 10-2009/CJ-116 

    FUNDAMENTO: ARTÍCULO 116° TUO LOPJ 

ASUNTO: EJECUCIÓN DE LA PENA DE INHABILITACIÓN 

Y RECURSO IMPUGNATORIO 

Lima, trece de noviembre de dos mil nueve.- 

Los Jueces Supremos de lo Penal, integrantes de las Salas Penales Permanente y 

Transitorias de la Corte Suprema de Justicia de la República, reunidos en Pleno 

Jurisdiccional, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 116° del Texto Único 

Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial, han pronunciado el siguiente: 

ACUERDO PLENARIO 

I. ANTECEDENTES

1°. Las Salas Permanente y Transitorias de la Corte Suprema de Justicia de la 

República, con la autorización del Presidente del Poder Judicial, mediante Resolución 

Administrativa número 221-2009-P-PJ, del 5 de agosto de 2009, con el apoyo del 

Centro de Investigaciones Judiciales, acordaron realizar el V Pleno Jurisdiccional de los 

Jueces Supremos de lo Penal, al amparo de lo dispuesto en el artículo 116° del Texto 

Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial –en adelante, LOPJ-, y dictar 

Acuerdos Plenarios para concordar la jurisprudencia penal. 

2°. Para estos efectos se realizaron varios encuentros previos con los Secretarios, 

Relatores y Secretarios de Confianza de las Salas de lo Penal de la Corte Suprema de 

Justicia y tres reuniones preparatorias sucesivas con los señores Jueces Supremos de lo 

Penal a fin de delimitar el ámbito de las materias que debían abordarse, luego de una 

previa revisión de los asuntos jurisdiccionales a su cargo y de una atenta valoración de 

las preocupaciones de la judicatura nacional. Con el concurso de la Secretaría Técnica, 

después de los debates correspondientes, se estableció el día de la fecha para la 

realización del V Pleno Jurisdiccional Penal, aprobado  por Resolución Administrativa 

número 286, del 12 de octubre de 2009, y se definieron los temas, de derecho penal y 

procesal penal, que integrarían el objeto de los Acuerdos Plenarios. De igual manera se 

designó a los señores Jueces Supremos encargados de preparar las bases de la discusión 

de cada punto sometido a deliberación y de elaborar el proyecto de decisión. Además, 

se estableció que el Juez Supremo designado sería el ponente del tema respectivo en la 

sesión plenaria y encargado de redactar el Acuerdo Plenario correspondiente. 

3°. En el presente caso, el Pleno decidió tomar como referencia el Acuerdo Plenario 

número 2-2008/CJ-116, del 18 de julio de 2008, y las distintas resoluciones de los 
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Tribunales Superiores y Ejecutorias Supremas que se dictaron respecto de la pena de 

inhabilitación. En especial, la solicitud formulada por el Jurado Nacional de Elecciones 

en su oficio número 5979-2009-SG/JNE, del 11 de los corrientes, si la indicada pena se 

ejecuta inmediatamente, sin  perjuicio del recurso impugnatorio planteado contra ella, o 

si se requiere que quede firme para el inicio de su ejecución.  

4°. En cumplimiento de lo debatido y acordado en las reuniones preparatorias se 

determinó que en la sesión plenaria se procedería conforme a lo dispuesto en el artículo 

116° de la LOPJ, que, en esencia, faculta a las Salas Especializadas del Poder Judicial 

dictar Acuerdos Plenarios con la finalidad de concordar jurisprudencia de su 

especialidad. En atención a la complejidad y singulares características del tema 

abordado, que rebasa los aspectos tratados en las diversas Ejecutorias Supremas que se 

invocaron como base de la discusión, se decidió redactar el presente Acuerdo Plenario e 

incorporar con la amplitud necesaria los fundamentos jurídicos correspondientes para 

configurar una doctrina legal que responda a las preocupaciones anteriormente 

expuestas. Asimismo, se resolvió decretar su carácter de precedente vinculante, en 

concordancia con la función de unificación jurisprudencial que le corresponde a la 

Corte Suprema de Justicia como cabeza y máxima instancia jurisdiccional del Poder 

Judicial. 

5°. La deliberación y votación se realizó el día de la fecha. Como resultado del debate y 

en virtud de la votación efectuada, por unanimidad, se emitió el presente Acuerdo 

Plenario. Se ratificó como ponentes a los señores SAN MARTÍN CASTRO y PRADO

SALDARRIAGA, quienes expresan el parecer del Pleno. 

II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS

6°. El Acuerdo Plenario número 2-2008/CJ-116, del 18 de julio de 2008, fijó los 

alcances jurídicos de la pena de inhabilitación. En tal sentido, definió sus referentes 

legislativos, su contenido, duración y cómputo, así como las exigencias procesales para 

su imposición y los mecanismos de su debida ejecución. Esta pena se caracteriza por 

privar al condenado de algunos derechos –personales, profesionales o políticos-; o por 

incapacitarlo para el ejercicio de diversas funciones o actividades -públicas inclusive-. 

Su aplicación se rige por un criterio de especialidad que implica, desde la perspectiva 

legal y judicial, que cualquiera sea su condición y operatividad –pena principal o 

accesoria- dicha sanción estará siempre en función a la naturaleza del delito de que se 

trate y al principio de proporcionalidad. 

7°. Un problema, no abordado con la extensión y profundidad debida en el Acuerdo 

Plenario anterior, es el referido a la relación entre la sentencia de instancia y el recurso 

impugnatorio; esto es, si el inicio de la ejecución de la pena de inhabilitación tiene lugar 

inmediatamente –aunque de modo provisorio, o a título de ejecución provisional- o si es 

de esperar que la sentencia recurrida adquiera firmeza. Este conflicto interpretativo 

derivado es relevante, sobre todo si se tiene en cuenta la actual vigencia paralela de dos 

Códigos que regulan el desarrollo del proceso penal en el país y que delinean sus 

propios modelos y reglas de ejecución de sentencias condenatorias, así como la eficacia 

de los recursos impugnatorios que se interpongan contra ellas. 
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Concretamente, el tema objeto de análisis y aclaración, por promover cierto nivel de 

controversia hermanéutica, está vinculado con el párrafo 15° del Acuerdo Plenario 

número 2-2008/CJ-116, del 18 de julio del año próximo pasado. En él se estipuló lo 

siguiente: “La ejecución de la pena de inhabilitación, […], requiere, como paso previo, 

que al adquirir firmeza la sentencia condenatoria el órgano jurisdiccional de instancia 

que la dictó cumpla con lo dispuesto en el artículo 332° del Código de Procedimientos 

Penales. […] A continuación, ese mismo órgano judicial debe remitir la causa al Juez 

Penal competente para dar inicio al proceso de ejecución…”. También demanda, con 

igual finalidad aclaratoria, un reexamen el párrafo 9° del citado Acuerdo Plenario en 

cuanto acotó que ”El término de la inhabilitación, en caso de ser impuesta como pena 

conjunta, corre paralelamente a las otras penas principales, y se computa a partir de la 

fecha en que la sentencia queda firme”. 

Ahora bien, no resulta discutible, desde luego, que la inscripción de la pena en el 

Registro Judicial y su comunicación a los órganos penitenciarios –en caso de 

inhabilitación conjunta o accesoria a pena privativa de libertad- sólo deba producirse 

una vez que quede firme la sentencia condenatoria correspondiente. Este es el principio 

rector sancionado expresamente tanto en el artículo 332° del Código de Procedimientos 

Penales de 1940 -en adelante, ACPP-, como en el artículo 403°.1 del nuevo Código 

Procesal Penal de 2004 -en adelante, NCPP-.  

El tema en discusión es si la ejecución de la pena de inhabilitación requiere como 

presupuesto la firmeza del fallo que la imponga o su inscripción en el Registro Judicial. 

8°. Es evidente que la regulación del momento inicial de la ejecución de una pena es un 

ámbito que incumbe al legislador procesal –el Código Penal, por lo demás, no ha 

establecido un precepto al respecto-. En su relación con los recursos, puede existir, 

como regla, el sistema de ejecución provisional o el sistema suspensivo. En la 

legislación procesal penal nacional se ha optado por ambos modelos. En este contexto 

cabe precisar lo siguiente: 

A. Si se examina el régimen del NCPP, podrá advertirse, en el caso de la sentencia

condenatoria, la inclinación por el primer modelo: la impugnación no tiene

efecto suspensivo –así lo dispone el artículo 402°.1 NCPP como regla específica

frente a la genérica del artículo 4412°.1 NCPP-, con la excepción de la

imposición de las penas de multa o limitativas de derechos, una de las cuales es,

por cierto, conforme al artículo 31°.3 del Código Penal, la pena de

inhabilitación. Ello significa, entonces, que sólo las sentencias que imponen

penas de privativas de libertad y restrictivas de libertad que consignan los

artículos 29° y 30° del Código Penal -en adelante, CP- se cumplen

provisionalmente pese a la interposición de un recurso impugnatorio contra

ellas. Por tanto, si el condenado estuviera en libertad y se impone pena o medida

de seguridad privativa de libertad de carácter efectivo, el Juez Penal, interpuesto

el recurso, según lo autoriza el artículo 402°.2 NCPP, podrá optar por su

inmediata ejecución o por imponer alguna restricción de las previstas en el

artículo 288° NCPP. A su turno, el Tribunal de Revisión, en caso se hubiera

optado por la inmediata ejecución de la pena impuesta, podrá suspenderla,

atendiendo a las circunstancias del caso, según el artículo 418°.2 NCPP. Tal

efecto suspensivo concluirá cuando la sentencia queda firme.
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En consecuencia, la pena de inhabilitación conforme a las disposiciones 

pertinentes del NCPP no se ejecuta hasta que la sentencia condenatoria adquiera 

firmeza. Rige plenamente, en este dominio, el denominado sistema suspensivo.  

B. Distinta es la regulación normativa adoptada por el ACPP. En efecto, su artículo

330° admite expresamente el sistema de la ejecución inmediata o provisional

para todas las penas, salvo las de internamiento, relegación, penitenciaría o

expatriación. Cabe anotar que las tres primeras penas no fueron ratificadas por el

CP de 1991, por lo que en dicho caso el aludido precepto procesal carece

actualmente de significación alguna. La sentencia condenatoria impugnada, sólo

si impone pena de expatriación, exigirá que el encausado quede “…entre tanto,

bajo vigilancia de la autoridad política” –así lo precisa el artículo 331° in fine

ACPP-. Al respecto es pertinente señalar que si bien la pena de expatriación ha

sido reconocida en el artículo 30°.1 CP, su legitimidad es inaceptable desde la

perspectiva superior del artículo 22°.5 de la Convención Americana sobre

Derechos Humanos, lo cual ha determinado que el Congreso discuta su posible

exclusión. En cambio, la pena de expulsión del país, que igualmente es una pena

restrictiva de libertad, prevista en el artículo 30°.2 CP sólo para extranjeros, no

tiene ese grave vicio de ilegitimidad y, por ende, será posible instrumentar los

mecanismos de vigilancia adecuados si su aplicación promueve la interposición

de un recurso impugnatorio.

En consecuencia, la pena de inhabilitación según las normas del ACPP –con

diferencia del régimen del NCPP- se ejecuta provisionalmente (no hay al

respecto ninguna regla de excepción similar a la contenida en el NCPP). Siendo

así, no hace falta esperar la firmeza de la sentencia condenatoria que la imponga

para comenzar a ejecutar la pena de inhabilitación. El sistema que para esta clase

de pena sigue el ACPP, ante la interposición de un recurso, es el de la ejecución

provisional.

9°. En conclusión, resulta obvio, entonces, que los alcances de la pena de inhabilitación 

respecto del Acuerdo Plenario número 2-2008/CJ-116, del 18 de julio de 2008, 

funcionan plenamente en aquellos Distritos Judiciales en los que se dictó la referida 

pena con arreglo al NCPP, en especial los fundamentos jurídicos 9° y 11°. Esta pena se 

ejecuta una vez que la sentencia condenatoria que la impuso adquirió firmeza. Por ende, 

el plazo de ejecución se inicia desde esa fecha, no antes. 

Distinto es el caso de la pena de inhabilitación impuesta bajo el régimen procesal del 

ACPP, pues la impugnación que se interpone contra ella no tiene efecto suspensivo. Así 

las cosas, concedido el recurso impugnatorio, se remitirán las copias pertinentes al Juez 

de Ejecución –el Juez Penal según el ACPP y la Ley Orgánica del Poder Judicial- para 

que inicie el procedimiento provisional de ejecución, según las reglas sancionadas en 

los fundamentos jurídicos 15° al 16°. Por otro lado, en aplicación supletoria del artículo 

380° del Código Procesal Civil, si la sentencia es anulada o revocada se declarará la 

ineficacia de todo lo actuado sobre la base de su vigencia. El Juez Penal, en este caso, 

precisará las actuaciones que quedan sin efecto atendiendo a lo resuelto por el superior. 
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III. DECISIÓN

10°.  En atención a lo expuesto, las Salas Penales Permanente y Transitorias de la Corte 

Suprema de Justicia de la República, reunidas en Pleno Jurisdiccional, por unanimidad, 

y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 116° del Texto Único Ordenado de la 

Ley Orgánica del Poder Judicial; 

ACORDARON: 

11°. ESTABLECER como doctrina legal, los criterios expuestos en los fundamentos 

jurídicos 6° al 9°. 

12°. PRECISAR que los principios jurisprudenciales que contiene la doctrina legal antes 

mencionada deben ser invocados por los jueces de todas las instancias judiciales, sin 

perjuicio de la excepción que estipula el segundo párrafo del artículo 22° de la LOPJ, 

aplicable extensivamente a los Acuerdos Plenarios dictados al amparo del artículo 116° 

del citado estatuto orgánico. 

13°. PUBLICAR el presente Acuerdo Plenario en el diario oficial “El Peruano”. Hágase 

saber. 

Ss. 

GONZALES CAMPOS 

SAN MARTÍN CASTRO 

LECAROS CORNEJO 

PRADO SALDARRIAGA 

RODRÍGUEZ TINEO 

VALDEZ ROCA 

BARRIENTOS PEÑA 

BIAGGI GÓMEZ 

MOLINA ORDOÑEZ 

BARRIOS ALVARADO 

PRÍNCIPE TRUJILLO 

BARANDIARÁN DEMPWOLF 
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NEYRA FLORES 

CALDERÓN CASTILLO 

ZEVALLOS SOTO 


